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 ACCIONANTE: BLANCA GÓMEZ DE LÓPEZ  (con apoderado)
ASUNTO: CONFIRMA PARCIALMENTE

DERECHO DE PETICIÓN/ Lesión por falta de respuesta sobre la solicitud pensional subsidiaria/ Persona de especial protección por razón de la edad
“(…) no desconoce esta instancia que la UGPP para negar a la accionante la prestación económica de la pensión de sobrevivientes lo hizo con los fundamentos legales que hacen alusión a la falta de los requisitos de su cónyuge fallecido para acceder  a la pensión (...) Sin embargo (…) nada dijo sobre la petición subsidiaria de la actora y que tiene que ver con que se otorgue la indemnización de pensión de sobrevivientes (…)
(…) teniendo en cuenta que la señora Blanca Gómez de López goza de especial protección constitucional por tratarse de una adulta mayor, esta Sala considera que la UGPP al omitir sin justificación alguna brindarle una respuesta a su requerimiento de concederle o no la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes por el fallecimiento de su cónyuge, vulneró su derecho fundamental de petición (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias SU-060 de 2010, T-144 y T-633 de 2013.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintidós (22) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.734
Hora: 11:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada judicial de la señora Blanca Gómez de López contra del fallo de tutela emitido el 30 de junio de 2016 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó la apoderada de la accionante que el 10 de marzo de 1950 la señora Blanca Gómez contrajo matrimonio con el señor Samuel López Montaño, quien falleció el 4 de febrero de 1989, el cual había cotizado al sistema de seguridad social laboral la cantidad de 550.8 semanas, aportes que ahora son administrados por la UGPP.
Informó la abogada, que la señora Blanca Gómez de López tiene 89 años de edad y se encuentra en estado de debilidad manifiesta, ya que no recibe una pensión de vejez y por su avanzada edad se torna difícil presentar un proceso contencioso que puede tardar unos tres o cuatro años.  Por lo tanto, el 24 de noviembre de 2015 se presentó ante la UGPP solicitud de la pensión de sobrevivientes y en subsidio la indemnización sustitutiva.

Indicó que la UGPP mediante la resolución RDP 052414 del 10 de diciembre de 2015 negó la pensión de sobrevivientes a su mandante, decisión que fue apelada y confirmada mediante resolución RPD 009767 del 3 de marzo de 2016.
2.2.  La apoderada judicial en el acápite de pretensiones, solicitó ordenar a la UGPP a reconocer la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes del cónyuge de la señora Blanca Gómez de López.
2.3.  Con la presente acción de tutela se adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder otorgado para presentar la acción de tutela contra UGPP, en original; ii) Registro civil de matrimonio; iii) Registro civil de nacimiento del señor López Montaño; iv) Notificación de la resolución RPD 009767 del 3 de marzo de 2016; Resolución RPD009767 del 3 de marzo de 2016; Resolución RDP 052414  del 10 de diciembre de 2015; v) solicitud de pensión de sobrevivientes y en subsidio la indemnización de pensión de sobrevivientes elevada ante la UGPP con sus anexos (folios 20-44).

2.4. La acción de tutela fue presentada el día 21 de junio de 2016 correspondiéndole al Juzgado Segundo de Ejecución de  Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira.
2.5. Mediante providencia del 22 del de junio de 2016, el Juzgado de Conocimiento admitió la acción de tutela y ordenó la vinculación a la presente acción a la Directora General, al Director de Pensiones y a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensiónales o a los funcionarios que hagan sus veces de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Personal y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP con sede en Bogotá DC, dada su responsabilidad en la gestión administrativa de la accionada y por estar inicialmente a cargo del reconocimiento pensional de la accionante.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. El Director Jurídico de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP informó que a la accionante se le negó su solicitud pensional mediante la Resolución RDP 052414  del 10 de diciembre de 2015, decisión que fue confirmada mediante la Resolución RPD009767 del 3 de marzo de 2016.

Por lo tanto, solicitó que se declare improcedente la acción de tutela por cuanto lo perseguido se refiere a un interés económico, no se demostró la existencia  de un perjuicio irremediable, por cuanto la accionante cuenta con otros mecanismos judiciales que no son de la órbita del juez constitucional, aunado que no se cumplió con el principio de la inmediatez en atención a que han transcurrido más de 6 meses desde que se expidió la resolución RDP 052414 del 10 de diciembre de 2015.  (Fls. 50-64)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 30 de junio de 2016 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió denegar la tutela interpuesta mediante apoderado por la señora Blanca Gómez de López, toda vez que consideró que la accionante no acreditó estar frente a un perjuicio irremediable, máxime que para su solicitud existen otros mecanismos judiciales. (Folios 102 a 104).
La parte accionante fue notificada de la decisión de primera instancia el 5 de julio de 2016 al correo electrónico patoairsti@yahoo.com (folio 105 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 5 de julio de 2016, la apoderada judicial de la accionante interpuso recurso de apelación en contra del fallo de primera instancia argumentando que su inconformidad radica en que lo que se pretende es que la UGPP al negar la pensión de sobrevivientes, debió conceder la indemnización sustitutiva de dicha pensión a su mandante, quien es una persona que por su avanzada edad es sujeto de especial protección por parte del Estado.

Indicó que la acción de tutela se presentó de manera subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

Por lo anterior, solicitó que se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se ordene a la UGPP proceder a reconocer la indemnización sustitutiva de pensión de sobreviviente del cónyuge de su poderdante, señor Samuel López Montaño. (Fls. 138-140)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.5. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.5.1.  En el caso sub examine, la impugnante insiste que la acción de tutela es procedente para evitar un perjuicio irremediable a su mandante la señora Blanca Gómez de López, de 89 años de edad, toda vez que la UGPP no resolvió su petición subsidiaria tendiente a que le conceda la indemnización sustitutiva de pensión de sobrevivientes, por el fallecimiento de su cónyuge el señor Samuel López Montaño.

6.5.2. Si bien es cierto el objeto de la demanda de amparo no es para resolver derechos de naturaleza pensional, también lo es que la misma procede cuando se ejercita como medio de defensa transitorio para evitar un perjuicio irremediable, tal como lo ha señalado la jurisprudencia de la Corte Constitucional al indicar los presupuestos procesales y sustanciales de la acción de tutela frente al pago de pensiones, así: (Sentencia T-633 de 2013):
 
“4. La Corte Constitucional ha indicado que por regla general la acción de tutela resulta improcedente frente al pago de derechos de naturaleza pensional. Lo anterior por cuanto se espera que el interesado formule su pretensión en los escenarios procesales especialmente diseñados por el legislador para dirimir las controversias de esa naturaleza, es decir, ante la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa, según el caso, mediante el trámite ejecutivo respectivo. No obstante, con el objeto de armonizar el alcance de los principios de subsidiariedad de la acción de tutela, y efectividad de los derechos fundamentales, la Corporación ha precisado que en determinados eventos el recurso de amparo procede con el puntual fin de salvaguardar bienes iusfundamentales cuya protección resulta impostergable.
 
5. Para este propósito el Tribunal Constitucional ha estudiado dos situaciones distintas de procedibilidad: cuando la acción de tutela (i) se interpone como mecanismo principal o; (ii) se ejercita como medio de defensa transitorio, a efecto de evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Al respecto, en sentencia T-235 de 2010[1] la Corte señaló que para que la acción proceda como mecanismo principal y definitivo, el demandante debe acreditar que, o no tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, estos no resultan idóneos y eficaces para lograr la protección de los derechos presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del amparo constitucional como mecanismo transitorio implica que, aun existiendo medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar la consolidación de un perjuicio irremediable, pueden ser desplazados por la vía de tutela[2]. En este último caso, esa comprobación, ha dicho la Corte, da lugar a que la acción proceda en forma provisional, hasta tanto la jurisdicción competente resuelva el litigio de manera definitiva.

 6. Esta Corporación en sentencia T-721 de 2012[3] insistió en que la aptitud de los instrumentos judiciales ordinarios para resolver de manera efectiva los problemas jurídicos relativos al reconocimiento y pago de derechos pensionales debe establecerse a partir de una evaluación exhaustiva del panorama fáctico y jurídico que sustenta la pretensión de amparo. Por eso, ha supeditado la aplicación del requisito de subsidiariedad al examen de las circunstancias particulares del accionante. En esa dirección, el tiempo de espera desde la primera solicitud pensional a la entidad de seguridad social (procedimiento administrativo), la edad (personas de la tercera edad), la composición del núcleo familiar (número de personas a cargo), el estado de salud (condición de discapacidad, padecimiento de enfermedades importantes), las condiciones socioculturales (grado de formación escolar y potencial conocimiento sobre sus derechos y los medios para hacerlos valer) y las circunstancias económicas (promedio de ingresos y gastos, estrato socioeconómico, calidad de desempleo) de quien reclama el amparo constitucional, son algunos de los aspectos que deben valorarse para establecer si la pretensión puede ser resuelta eficazmente a través de los mecanismos ordinarios, o si, por el contrario, las dilaciones y complejidades que caracterizan esos procesos judiciales podrían conducir a que la amenaza o la vulneración iusfundamental denunciada se prolongue de manera injustificada.
 
7. En sentido similar, el Tribunal Constitucional ha puntualizado que si bien el derecho fundamental a la acción de tutela es predicable de todas las personas (Art. 86 C.P.), en aplicación del artículo 13 superior se debe tener en cuenta que si se trata de sujetos de especial protección constitucional (personas de la tercera edad, en condición de diversidad funcional, cabeza de familia, en situación de pobreza, etc.) o de individuos que se encuentran en posiciones de debilidad manifiesta, el análisis de procedibilidad formal se flexibiliza ostensiblemente, haciéndose menos exigente en razón de la tutela reforzada predicable de estos colectivos.

(…) 

 
8. Esta consideración resulta de la mayor relevancia en el escenario de la acción de tutela contra entidades que han omitido el pago de una pensión, ya que los beneficiarios de este tipo de prestaciones son por regla general personas con determinados grados de vulnerabilidad en razón de (i) su pérdida de capacidad laboral, (ii) el deterioro de sus condiciones de salud producto de los quebrantos propios de la tercera edad o de las enfermedades o accidentes sufridos (pensiones de vejez e invalidez) o; (iii) su condición de desamparo económico en los eventos en que la manutención dependía del asegurado o pensionado que falleció (pensión de sobreviviente). En ese contexto, entonces, exigir idénticas cargas procesales a personas que  soportan diferencias materiales relevantes, frente a quienes no se encuentran en estado de vulnerabilidad alguno, puede resultar discriminatorio y comportar una infracción constitucional al acceso a la administración de justicia en igualdad de condiciones.
 
9. Bajo tal óptica, la procedencia del amparo constitucional dirigido a la protección del mínimo vital mediante el pago de acreencias pensionales adeudadas, debe seguir las siguientes reglas[5]:
 
10. El procedimiento idóneo para el pago de mesadas es el ejecutivo laboral. Sin embargo, excepcionalmente, la tutela procede para proteger el mínimo vital del afectado, cuya vulneración debe ser analizada de acuerdo con la situación específica del accionante y en relación con el concepto de dignidad humana[6]. (…)” (Subrayas propias)
De acuerdo a lo acabado de subrayar, considera esta Sala, tal como lo hizo el juzgado de primer nivel, que la señora Blanca Gómez de López no demostró estar frente a un daño inminente  con el fin de que el juez de tutela interviniera para ordenar a la UGPP le reconociera la prestación pensional correspondiente a la indemnización sustitutiva de pensión de sobrevivientes, si se tiene en cuenta que su cónyuge, el señor Samuel López Montaño, falleció el 4 de febrero de 1989 (folio 10).   Sin embargo, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que indica que cuando los tutelantes son personas de la tercera edad, debe tenerse especial consideración a la hora de tomar una decisión, toda vez que son sujetos en situación de debilidad manifiesta y merecen una  especial protección por parte del Estado, de la siguiente manera:

“La Constitución en sus artículos 13[6]  y 46[7], contempla la especial protección del Estado y la sociedad a las personas de la tercera edad, de acuerdo con el principio de solidaridad y los preceptos del Estado Social de Derecho que inspiran el ordenamiento superior. La Corte ha valorado la edad como factor de vulneración, para establecer la procedencia de la acción de tutela en materia pensional, por cuanto ha estimado que las personas de la tercera edad se encuentran en una posición de debilidad e indefensión, en tanto se encuentran limitadas para obtener ingresos económicos que les permitan disfrutar de una vida digna[8].

 

Así las cosas, es indispensable otorgar a los adultos mayores un trato preferente para evitar la posible vulneración de sus derechos fundamentales. Acorde con lo expuesto por este Tribunal,[9]  cuando dichas personas sobrepasan el índice de promedio de vida de los colombianos y no tienen  otro medio distinto eficaz, es la acción de tutela la idónea para obtener la efectividad de sus derechos. [10]
 

Lo anterior, en razón a que no se puede desconocer los constantes inconvenientes que tienen que afrontar las personas de edad avanzada cuyas condiciones físicas: (i) les impiden trabajar, (ii) les ocasiona restricciones originadas en las prohibiciones legales que hacen obligatorio el retiro forzoso de su trabajo al arribar a cierta edad, y en consecuencia, (iii)  los inhabilita para poder proveerse sus propios gastos.

 
Adicionalmente, dichas personas se ven igualmente avocadas a afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades propias de la vejez. En esa medida, se hace necesario que el Estado los proteja en relación con la acción u omisión que amenace o vulnere sus derechos y que en tales circunstancias deba obrar incluso por encima de consideraciones meramente formales.

 

En este punto es oportuno destacar que si bien es completamente lógica y justa la protección vía tutela en el período de la vejez, debe ser mayor dicho amparo cuando se ha entrado en la ancianidad (supera los 73 años que es el promedio de vida). Por tanto, “no se puede ubicar en la misma situación a quien adquiere su pensión de vejez por llegar a los sesenta años con quien habiéndola adquirido ya entra en la respetabilísima etapa de la ancianidad donde cada día que pasa es un inexorable y veloz alejamiento de la vida”.[11]
 
Sobre el particular la Corte ha expresado que si bien en los casos en los que el solicitante o afectado sea una persona de la tercera edad,[12] el juicio de procedibilidad de la acción de amparo debe ser riguroso[13], en el sentido de someter a análisis las circunstancias apremiantes de la protección, más no debe ser “tan estricto”, en cuanto a las exigencias para su admisión en razón a la condición de pertenecer a la tercera edad, que implica por sí misma, el incremento de la vulnerabilidad del individuo.[14]
6.7.3.  Así las cosas,  no desconoce esta instancia que la UGPP para negar a la accionante la prestación económica de la pensión de sobrevivientes lo hizo con los fundamentos legales que hacen alusión a la falta de los requisitos de su cónyuge fallecido para acceder  a la pensión, tal como lo expuso en los diferentes actos administrativos que en tal sentido emitió, lo que se desprende de las Resoluciones RDP 002467 del 26 de enero de 2016, RDP 009767 del 3 de marzo de 2016 y RDP 052414  del 10 de diciembre de 2015 (Fls. 119 al 127).  Sin embargo, la UGPP nada dijo sobre la petición subsidiaria de la actora y que tiene  que ver con que se otorgue la indemnización de pensión de sobrevivientes, tal como se solicitó en el escrito en el escrito radicado en la entidad demanda (folio 20), y de la que según la jurisprudencia constitucional se puede solicitar en cualquier momento por ser un derecho irrenunciable, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-144 de 2013, de la siguiente manera:
“(…) 5.2. La Corte Constitucional ha reiterado que las prestaciones reconocidas en la Ley 100 de 1993, entre las cuales se encuentra la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, no admiten una prescripción extintiva para el reconocimiento del derecho, ya que a través de estas prestaciones se busca garantizar el derecho a la seguridad social, el cual ha sido reconocido por la Constitución Política como un derecho irrenunciable.[40]
 
5.3. Esta Corporación ha sostenido sobre el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes que la solicitud de reconocimiento del derecho, puede hacerse en cualquier tiempo, y una vez reconocido el derecho por la autoridad correspondiente, se empezará a contar el término de prescripción de la prestación.[41] Así por ejemplo, en sentencia T-546 de 2008,[42] en donde se estudió la acción de tutela interpuesta en contra del I.S.S. por la cónyuge sobreviviente de un afiliado a dicha entidad, a quien se le negó el reconocimiento de la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes, bajo el argumento de que había operado la prescripción, al haber transcurrido más de un año entre la fecha del fallecimiento del afiliado y la fecha de la reclamación, dijo la Corte:
 
“En efecto y comoquiera que se trata de una garantía establecida por el legislador que busca sustituir la pensión de vejez, invalidez y sobrevivientes, cuando no se cumplen los requisitos para que sea reconocida cualquiera de ellas, es claro mutatis mutandis que puede equipararse a un derecho pensional, razón por la cual el parámetro de imprescriptibilidad para este tipo de derechos, fijado por la jurisprudencia constitucional, debe aplicarse en este ámbito, es decir, que su exigibilidad puede hacerse en cualquier tiempo, sujetándose únicamente a normas de prescripción, una vez ha sido efectuado su reconocimiento por parte de la autoridad correspondiente”.[43]  (Subrayas propias)

En tal virtud y teniendo en cuenta que la señora Blanca Gómez de López goza de especial protección constitucional por tratarse de una adulta mayor, esta Sala considera que la UGPP al omitir sin justificación alguna brindarle una respuesta a su requerimiento de concederle o no la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes por el fallecimiento de su cónyuge, vulneró su derecho fundamental de petición, lo que hace necesaria la intromisión del juez de tutela para salvaguardar dicha garantía.  De tal manera, que en este caso particular se debe dar aplicación al principio de la igualdad en el marco del Estado Social de Derecho el cual se expresa en el artículo 13 de la C.N. cuando indica que “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.
El Estado  promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” (Subrayas fuera del texto original)
Significa lo anterior, que se deben tomar medidas a favor de las personas que se encuentren en estado de debilidad manifiesta cuando se advierta un abuso arbitrario sobre las mismas, lo que conlleva a esta instancia a que en el caso específico de la señora Gómez de López se confirme parcialmente la sentencia revisada y como consecuencia de ello, se tutelen sus derechos fundamentales de petición y a la igualdad con el fin de que la UGPP estudie su petición subsidiaria de reconocimiento o no de la indemnización sustitutiva de pensión de sobrevivientes por el fallecimiento de su cónyuge, para lo cual expedirá el acto administrativo correspondiente dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de esta sentencia. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión proferida el 30 de junio de 2016 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad  de Pereira dentro de la acción de tutela presentada por la apoderada por la señora Blanca Gómez de López.
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición e igualdad a la señora Blanca Gómez de López.

TERCERO: ORDENAR a la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales UGPP, que UGPP estudie la petición subsidiaria de la señora Blanca Gómez de López de reconocimiento o no de la indemnización sustitutiva de pensión de sobrevivientes por el fallecimiento de su cónyuge, el señor Samuel López Montaño,  para lo cual expedirá el respectivo acto administrativo, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de esta sentencia. 
CUARTO: Notificar esta decisión a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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